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Resumen

En el caso del agua, quizá más que en el caso de cualquier otro recurso, 
el acceso efectivo a su uso es más valioso que su propiedad. Por ello, 
en el presente trabajo nos proponemos trazar las trayectorias de las 
instituciones que administran los recursos hídricos bajo la hegemonía 
neoliberal, para luego evaluar sus efectos sobre los usos sociales, am­
bientales y económicos de las aguas públicas. Para ello consideraremos 
el emplazamiento específico de las instituciones bajo estudio, principal­
mente atendiendo las particularidades de la estructura social.
Palabras clave: Gestión del agua. Estructura social. Desregulación. 
Privatización de infraestructura.

Abstract
In the case o f the potable water, perhaps inore than in the case o f any other 
resource, the effective access to his use it is more valuable tlmt his property. For 
this reason, in the present work we set out to draw up the trajectories o f the 
institutions that manage the hydric resources under the neoliberal hegemony, 
soon to evalúate its effects on the social, environmental and economic uses of 
public waters. For it we will consider the specific location o f the institutions 
under study, mainly taking care ofthe singularities ofthe social structure.
Key zvords: Management o f water. Social structure. Markct liberalization. 
Privatization o f  social infrastructure.

I. Trayectorias de las instituciones hídricas de Mendoza
C om enzarem os planteando algunas prem isas introductorias 

sobre las instituciones más relevantes en la administración de los re­
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cursos hídricos, principalmente, aquellas orientadas a la regulación 
de los usos para consumo humana. Sobre esta base, desarrollaremos 
posteriormente nuestro análisis, desde una perspectiva estructural, 
de los cambios descritos.

Obras Sanitarias Mendoza
La Empresa prestadora de los servicios de agua potable y sanea­

miento Obras Sanitarias Mendoza S.E., fue creada en el año 1980; has­
ta entonces dichos servicios eran brindados en el territorio mendoci- 
no por Obras Sanitarias de la Nación (OSN). La descentralización de 
todos los servicios de provisión de agua potable y desagües cloacales 
localizados en el territorio mendocino se consumó mediante la ley 
4451 (BO: 09/09/1980). Por esta norma Mendoza aceptó el convenio 
firmado con OSN el mismo año, admitiendo la provincialización 
de las com petencias locales de la empresa nacional.

Tal traspaso si bien representaba mayor margen de acción para 
las provincias en la disposición de servicios, también implicaba una 
contracción a sus presupuestos, ya que no se trasferían los recursos 
económ icos-financieros por medio del Estado Nacional (Azpiazu 
et al., 2008: 21).

La decisión de descentralizar estos servicios por parte del gobierno 
militar no obedecía a mejorar y extender la cobertura del servicio, sino 
más bien a desmantelarla. En el caso de OSN, su mantenimiento se ha­
bía trasformado en deficitario a causa de años de desinversión pública 
en el sector. En otras palabras, el principal objetivo del régimen de facto 
era reducir su déficit público, dejando por cuenta de la provincia la 
resolución de las carencias estructurales de provisión de agua potable 
y recolección de efluentes cloacales (Akhmouch, 2004: 56).

Para cumplir con lo suscripto en ley 4451, el 07 de noviembre del 
mismo año se crea Obras Sanitarias Mendoza bajo la figura de Socie­
dad Estatal por Ley 4479 (BO: 25/11/1980). Dicha empresa hacía suya 
la tarea de prestar, adm inistrar y controlar los servicios de provisión 
de agua potable, desagües cloacales e industriales, en la provincia de 
Mendoza; tomando a su cargo la explotación que hasta ese momento 
desempeñaban conjuntamente Obras Sanitarias de la Nación con la 
Dirección de Obras y Servicios Sanitarios de la Provincia.

La empresa OSM S.E. contó como único socio a la Provincia de 
Mendoza, y su cúpula jerárquica fue designada por el Poder Ejecu­
tivo Provincial.

José Luis Jofré / Damián F ernández Cataldo
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Como hemos mencionado anteriormente, la trayectoria local de 
OSM SE se encuentra fuertemente vinculada a los itinerarios de 
OSN en particular y a la evolución del Estado Nacional en gene­
ral. En este sentido, la crisis estructural del régimen nacional de 
regulación era ostensible hacia el año 1989. Por esos años todas las 
tensiones institucionales se habían concentrado sobre la regulación 
monetaria. La hiperinflación constituyó el golpe de gracia para que 
el régimen de acum ulación rentístico-financiero inaugurado con 
la dictadura, encontrara un régim en de regulación compatible con 
sus prerrogativas. La inflación vertiginosa de la moneda nacional 
significó por un lado la licuación de los sueldos y ahorros de los 
ciudadanos, propiciando el pánico y la incertidum bre a nivel do­
méstico y representó por otro lado, una crisis política que provocó la 
renuncia anticipada del presidente Raúl Alfonsín. Sin embargo, resta 
decir que, significó principalm ente una especie de chivo expiatorio 
para sentar las bases de un régim en de regulación adecuado con la 
acumulación rentística.

En térm inos concretos, este régimen neoliberal de regulación 
encontró sus bases en dos leyes nacionales, la 23.696 de Reforma 
del Estado y la 23.697 de Emergencia Económica, ambas de 1989. 
La primera de estas normas es la que más nos interesa, ya que en 
torno a ella se enarbolaron los fundam entos jurídicos del vasto 
proceso privatizador a través del cual el bloque económ icamente 
dom inante, im pulsó las transferencias de em presas públicas al 
sector privado. Estas disposiciones legales exponen condiciones 
auspiciosas tanto para el capital concentrado local como para los 
acreedores externos1.

1 "Según explica Verbitsky, la ley de Reforma del Estado tenía dos artículos 
centrales: el noveno, según el cual todas las empresas privatizables, es decir 
aquellas que figuraban en el anexo de dicha ley, requerían únicamente de la 
firma de un decreto para ser transferidas, relegando a un segundo plano la 
intervención del Congreso, lo que acentuaba el Poder del Ejecutivo e impedía 
los controles propios de los regímenes democráticos. Y el artículo 15 inciso 
10, donde se autoriza a los acreedores del Estado para que puedan capitalizar 
sus deudas, significa que muchas empresas estatales podían ser adquiridas, 
y de hecho lo fueron, por módicas cifras en efectivo. Esta última condición, 
exigida por el capital financiero internacional, permitiría el reestablecimiento 
del pago de la deuda externa que había sido cancelado en 1988. Por su parte, el 
capital concentrado local veía en las privatizaciones la oportunidad de actuar 
en condiciones mono u oligopólicas, con permanentes subsidios del Estado,
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Dentro del proceso privatizador pueden establecerse dos etapas. 
La primera, que incluye las transferencias de empresas públicas al 
sector privado realizadas antes de la sanción de la Ley de Conver­
tibilidad2, caracterizadas por la opacidad generalizada expresada 
en la falta de marcos regulatorios, el apremio en las transferencias, 
los extraordinarios m árgenes de ganancias asegurados contrac­
tualmente y un conjunto de maniobras de dudosa transparencia 
que se pusieron de m anifiesto en las innumerables denuncias por 
irregularidades. Estos fueron los rasgos distintivos en las ventas 
tanto de Aerolíneas Argentinas como de ENTel.

La segunda etapa incluye a las privatizaciones ejecutadas con 
posterioridad a la ley de Convertibilidad. Éstas se hicieron dentro 
de un contexto de equilibrio fiscal y crecim iento económico, por lo 
que estaban dadas las condiciones para ejecutar las trasferencias 
con mayor sensatez y trasparencia. A pesar de esto, el proceso pri­
vatizador continuó su marcha bajo los mismos signos de la etapa 
anterior. Se destaca el acelerado proceso de concentración económica, 
la debilidad en los marcos regulatorios, la socialización del riesgo 
empresario y la privatización de ganancias extraordinarias.

La privatización de OSN fue un objetivo prioritario en la ley 
23.696. Su realización en 1993 (ver Loftus y McDonald, 2001), fue 
prototípica para el resto las empresas provinciales prestadoras de 
los servicios de agua potable y saneamiento, ya que la adhesión al 
régim en anti-estatal era una recomendación explícita en el artículo 
68 de dicha ley.

Por otro lado, si bien Mendoza no era ajena a la tendencia priva-

factores que eliminaban por completo el riesgo empresarial, a lo que debía 
sumarse otras ventajas como la deficiencia en los marcos regulatorios y la 
aceptación por parte del Estado de los pasivos de las empresas transferidas". 
(Jofré, 2007: 279).
2 Esta ley buscó responder a la crisis de la moneda que se había desatado 
en el último período del gobierno alfonsinista y no se pudo controlar en los 
primeros años del gobierno de Menem. No obstante, lo que comenzó siendo 
una herramienta de emergencia, terminó consolidándose como el eje del 
patrón rentístico de regulación. Una de las disposiciones de la ley en cuestión 
fue la restricción auto impuesta a la soberanía nacional para saldar déficit 
mediante la emisión monetaria. De esta forma, sólo para quedar reducida al 
financiamiento por las vías del endeudamiento externo y la liquidación de 
los bienes públicos (Vitelli, 2002).
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tista3, respecto a los servicios de agua primordialmente, el efecti­
vo traspaso a manos privadas se efectúo con suma cautela en un 
proceso que se inicia en 1993 con el cambio de personería jurídica 
de Obras Sanitarias Mendoza Sociedad Estatal a Sociedad A nó­
nima. Tal disposición se plasmó con la Ley Provincial 6044 (BO: 
20/09/93), sancionada con la intención de reacomodar la empresa a 
las tendencias generales de los servicios públicos a nivel nacional. 
De esta forma, tras la solapada pretensión de reordenar las institu­
ciones de prestación de los servicios de provisión de agua potable y 
saneamiento, se ocultaba el prim er paso, necesario para la efectiva 
privatización que se realizaría 5 años después.

El artículo 2 de la Ley 6044 establece la separación orgánica 
entre, las funciones de operación de los servicios de agua potable 
y saneam iento y las funciones de regulación, control y policía. 
Mediante esta reorganización institucional se proponía el logro de 
los siguientes objetivos: garantizar el m antenim iento y promover 
la expansión del sistema de provisión de agua potable y desagües 
cloacales e industriales; lograr que la operación de los servicios se 
ajuste a los niveles de calidad y de eficiencia que se fijen al efecto; 
incentivar el uso racional y eficiente del recurso hídrico, velando por 
la adecuada protección de la salud publica y del medio ambiente; 
establecer un sistema normativo que garantice la calidad y continui­
dad de los servicios de saneamiento; fomentar el incremento de las 
inversiones y asegurar un régimen comercial y tarifario razonable y 
equitativo; dism inuir el impacto ecológico y económico de la conta­
minación hídrica perfeccionar la función de control de los servicios 
de saneamiento; promover la participación de los usuarios y de los 
trabajadores del sector en la prestación de los servicios; fomentar 
la incorporación y desarrollo de tecnologías apropiadas, flexibles y 
accesibles para mejorar la eficiencia y calidad en la prestación de los 
servicios; y proteger adecuadamente los derechos de los usuarios. 
Por su parte, la ley 6044 también crea al Ente Provincial del Agua y 
Saneam iento (EPAS) bajo la cartera de Medio Ambiente, Urbanismo 
y Vivienda. El EPAS tendrá las siguientes funciones y atribuciones: 
dictar las normas reglam entarias de carácter técnico a las cuales

3 A esa altura y antes de que se impusiera en el plano nacional el mandato de 
la privatización, ya se había entregado en 1988 la principal herramienta para la 
regulación del circuito productivo local, esto es Bodegas y Viñedos Giol SE.
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deberá ajustarse el desarrollo de la infraestructura, la prestación 
de los servicios de provisión de agua potable, de saneam iento y 
la protección de la calidad del agua; controlar la ejecución de los 
planes y programas de inversión por los operadores del sistema; 
controlar el régimen de explotación propuesto por los operadores, 
en particular el régim en tarifario; definir las sub-áreas de presta­
ción del servicio que corresponda a los operadores, con sujeción a 
la política ambiental provincial; proponer al Poder Ejecutivo las 
tarifas de los servicios, como también las bases para su revisión; 
establecer y aplicar los procedim ientos de control de los servicios; 
resolver en única instancia los conflictos que surgiesen entre los 
usuarios, los operadores del servicio y terceros; organizar y aplicar 
el régim en de audiencias publicas; elaborar un informe anual sobre 
sus actividades y resultados para elevarlo al Poder Ejecutivo y a la 
honorable legislatura provincial; aprobar la estructura orgánica y 
de funcionam iento interno del ente regulador; celebrar contratos 
que hagan a su objeto como a los objetivos de la ley, con entidades 
provinciales, municipales, nacionales, internacionales y otras per­
sonas jurídicas publicas y privadas.

En el año 1997, la normativa para la regulación del servicio de 
agua potable y cloacas se ajustó aún más a un esquema privatista, 
introduciendo lim itaciones a los principios solidarios que habían 
caracterizado la gestión hasta ese entonces. La sanción de la ley 
6511(BO: 08/09/97) modifica el artículo 20 de la ley 6044, permitiendo 
restricción transitoria del servicio, para uso domestico, cuando se 
haya producido el vencimiento de dos facturas o hayan transcurrido 
mas de sesenta días desde el vencimiento original de la primera de 
ellas o vencido igual term ino desde el aviso para el pago de contri­
buciones de mejoras, multas, recargos y liquidaciones originadas 
en la prestación en cualquiera de los servicios.

Esta modificación legislativa, testifica por antonomasia las prerro­
gativas a la inversión privada en detrimento del beneficio público, 
y además adquiere mayor relevancia por haber ocurrido tan sólo 14 
días antes de la firma del decreto 1418 (BO: 22/09/1997), aprobatorio 
del Contrato de Concesión de OSM SA.

Operadores de Gestión Comunitaria
En el cuarto bim estre de 2003 el 60% de la población mendocina 

recibía el servicio de agua potable de la empresa OSM (mayorita-
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riamente de capital trasnacional). De la misma forma, esta empresa 
prestaba el servicio de saneam iento al 62% de los habitantes de 
Mendoza. Por su parte, el 13 % de la población total de Mendoza era 
servido por 3 municipios, las comunas de Lujan, Maipú y Tupungato. 
Dichos municipios prestan en su territorio departamental, tanto los 
servicios de agua potable como los de saneamiento.

Finalmente, cerca del 10% de la población, ampliamente disemina­
da por todo el territorio provincial recibía el servicio de agua potable 
por medio de uniones vecinales, mutuales y cooperativas, en total 
142 entidades sociales constituidas para este fin. Incluso una de estas 
organizaciones registra 270 conexiones de cloacas, lo que represen­
ta un escaso 0,1% de la población mendocina. Un dato importante 
que se desprende de esto es que el 17 % de la población carece del 
servicio de agua potable y casi un cuarto de la población total no 
cuenta con sistemas de red para la elim inación de excretas.

Tabla 1: Los operadores de los servicios sanitarios de Mendoza

Tipo de Territorio Características Cantidad de

Operador conexiones*

Agua Cloacas

Potable

Obras Areas concesionadas Principal. Operador. Recibió la 236.235 148.136
Sanitarias en la mayoría de los Concesión en junio/1998
Mendoza SA Departamentos

Operadores Cada uno en su terri- LUJAN 21.180 15.075
Municipales torio Departamental MAIPÚ 26.950 16.200

TUPUNGATO 5.170 1.480

Pequeños Distribuidos en todo 142 Operadores Comunitarios 38.654 270
Operadores el territorio provincial (Uniones vecinales, Cooperativas,

etc.) y 5 Operadores Comerciales 

(Sociedades Anónimas)

TOTAL CONEXIONES PROVINCIALES 328.189 181.161

*Datos correspondientes al cuarto bimestre de 2003 
Fuente: EPAS

La historia de los operadores de gestión com unitaria de servicios 
públicos com ienza a adquirir notoriedad en la década del '60. En un
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primer momento copiando formas organizacionales de otras coo­
perativas productivas, pero orientadas a satisfacer las necesidades 
sanitarias de pequeñas comunidades espaciadas por el territorio 
provincial. El siguiente gráfico nos brinda un registro de las Coo­
perativas de Servicios Públicos4 de Mendoza activas, según el año 
de su creación.

Gráfico 1: Cooperativas de Servicios Públicos de Mendoza según ano de 
inscripción 1939-2000

Fuente: www.inaes.gov.ar (recuperado el martes 7 de julio de 2009)

El com portam iento oscilante de estos registros obedece a dife­
rentes variables de orden económ ico y político. Sin la intención 
de realizar un análisis exhaustivo, proponemos prestar atención 
específicam ente a: la prestación por parte del poder central de los 
servicios públicos, el fomento del asociativismo, la evolución de 
comunidades rurales y la desarticulación de proyectos colectivos 
en la década del '90.

El análisis del gráfico muestra que recién hacia fines de la década 
del '60 comienza a emerger un crecimiento en el registro de coopera-

4 No disponemos del dato desagregado por actividad de estas cooperativas, 
pero creemos que otorga una pauta de la evolución de las organizaciones 
comunitarias que brindan el servicio de agua potable.
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tivas de servicios públicos. De acuerdo a las fuentes consultadas esto 
se debe a la organización de comunidades rurales, principalmente, 
para procurar la prestación de servicios públicos ante el progresivo 
desentendimiento de los gobiernos de esta función.

Otro factor a considerar en la evolución de las cooperativas de 
servicios públicos es la disposición del poder público para alentar 
o, en caso contrario, desalentar la form ación de organizaciones 
com unitarias. Así puede entenderse la apatía con que se trató este 
tema durante la última dictadura m ilitar en Argentina (1976-1983), 
En ese lapso se cercenaron las facultades que otrora poseían dichas 
organizaciones.

En el m ismo sentido, el retorno de la democracia produjo una 
m anifiesta escalada en los registros de nuevas cooperativas. La 
normalización política del país trajo consigo un intento por reactivar 
el movimiento cooperativo en la provincia de Mendoza, para ello 
se estableció a través de la ley 4.967 (BO: 28/12/1984) un régimen 
de deducción en el impuesto sobre ingresos brutos a distintas ac­
tividades productivas y de servicios, entre las que se incluyó a las 
cooperativas de agua potable.

El auge m áxim o que alcanzan los registros de nuevas entidades 
durante los años 1988 y 1989 se explica con la disposición de par­
ticipación com unitaria en el Plan Nacional para Abastecim iento 
de Agua Potable a Poblaciones Rurales. Concretam ente el acceso a 
créditos del BID quedaba supeditado a asum ir la operación y m an­
tenimiento de los servicios de agua potable, bajo la supervisión de 
las autoridades provinciales.

En el proceso de m ercantilización del sector sanitario provincial 
emprendido en la década del '90 las cooperativas de servicios pú­
blicos de agua potable quedan dentro de la órbita del EPAS. Ciñén- 
dolas de esta forma a las lim itaciones estructurales de los pequeños 
operarios, sin ninguna posibilidad de participar como alternativa 
de gestión a los capitales trasnacionales y los grupos concentrados 
locales; principalmente cuando el fundamento determinante para la 
efectiva concesión de la empresa provincial fue el plan de expansión 
de las redes de agua y cloacas.

En esta tarea de expansión de la red de cobertura, los gestores 
com unitarios contaban con una experiencia acum ulada que los 
posicionaba de forma privilegiada para participar activamente en 
el traspaso accionario, sobre todo teniendo en cuenta que operaban
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con suficiencia en zonas distanciadas de los núcleos urbanos con 
características sim ilares a las áreas definidas como remanentes en 
la ley 6044, y por lo tanto retiradas de la porción más rentable del 
servicio de agua potable. Pese a estos atributos, fueron desdeñados 
durante el proceso privatizador, imponiéndose las razones del poder 
económico.

Otro elem ento a considerar en la evolución de las entidades 
com unitarias que prestan el servicio de agua potable a pequeñas 
poblaciones rurales es justam ente la evolución de las mismas.

Si bien la trasformación de comunidades alejadas de redes de 
agua potable y cloacas, es un proceso lento, acumulativo y de difícil 
delimitación, el com portam iento de algunos indicadores asociados 
a la actividad económica que sustenta esas pequeñas aglomeracio­
nes poblacionales, nos perm ite aproximarnos a los fundamentos de 
su expansión o contracción tendencial. Observemos entonces qué 
ocurrió con la superficie implantada con vid5 en las últimas décadas 
y con la evolución de la población rural.

José Luis Jofré / Damián Fernández Cataldo

Gráfico 2: Evolución de la superficie implantada con vid en Mendoza
1936-2006

5 Tomamos como caso testigo de la evolución agrícola lo que ocurre con el 
sector vitícola. Esto se justifica ampliamente en la representatividad del sector, 
la homogeneidad y continuidad en la información disponible sobre el sector 
y en general, porque marca el ritmo de las técnicas productivas y modelos 
de gestión de las actividades frutícolas y olivícolas complementarias en el 
circuito productivo mendocino.
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Gráfico 3: Población de Mendoza según rural o urbana 
(1970,1980,1991 y 2001)

Aguas públicas, negocios privados...

¡ □ Urbana 

□ Rural

Fuente: CNP 1970,1980,1991 y 2001

El año 1980 fue económ icamente hablando, un claro punto de in­
flexión en la estructura social mendocina de base agraria. El marcado 
descenso en la superficie implantada que se registró en este año y 
se prolongó en pendiente a lo largo de las dos décadas siguientes, 
generó un descenso de efecto diferido en la población rural. Así, 
puede entenderse que las políticas públicas favorables al desarrollo 
de cooperativas de servicios públicos prosperaran durante la década 
del '80, aún en un contexto de postergación económica.

Las trasformaciones estructurales de la década del '90 sobre el 
régimen de regulación nacional, conjugado con una década de retro­
ceso económico local, impactó con una gran retracción en el fomento 
de las actividades asociacionistas para la prestación de servicios 
públicos. Si el Rodrigazo en 1975 fue el golpe al poder adquisitivo de 
los sectores populares, la interrupción democrática de 1976 el golpe 
al poder político y la ley de entidades financieras en 1977 el golpe 
al poder económ ico productivo, las trasformaciones estructurales 
de la década del '90 significaron un golpe a los lazos com unitarios 
de la sociedad argentina, transitándose de una sociedad en la que

V
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primaban vínculos de solidaridad a otra en la que el individualismo 
exacerbado se solidificó en las prácticas de los distintos agentes, 
rigiendo las orientaciones de sus estrategias de articulación con 
la sociedad. Estos hechos representaron un claro repliegue en la 
conservación del espacio público con control social.

Departamento General de Irrigación
El DGI constituye el tercer soporte institucional en el que se basa 

la gestión del agua en la Provincia de Mendoza. Este organismo, 
si bien no participa en la gestión de los servicios de agua potable 
y saneamiento, interviene al inicio del proceso, sum inistrando el 
agua cruda a la empresa potabilizadora, y en algunos casos al fi­
nalizar el mismo, tomando el agua residual, previamente tratada, 
y distribuyéndola entre las empresas agrícolas interesadas en ese 
insumo para riego de predios productivos.

La intervención del DGI, como rector general del agua en Mendo­
za, y sobre todo del agua para riego agrícola, exige la separación de 
dos organismos diferentes. Por un lado un organismo que, si bien 
es estatal, conserva autonomía y autarquía del Estado provincial; 
además reviste un carácter participativo, lo que le permite mantener 
un perfil técnico y una relativa independencia de las oscilaciones 
políticas y económicas del gobierno local. Por el otro un ente involu­
crado con la gestión del agua para riego integrado por un conjunto 
de consorcios manejados de forma democrática y directa por los 
m ismos em presarios agrícolas que hacen uso del recurso. Ellos 
operan la distribución de agua para riego.

El organismo autónomo está conformado por la adm inistración 
central del Departam ento General de Irrigación, quien adm inistra, 
reglamenta y fiscaliza los recursos hídricos provinciales. Asimismo, 
dispone de atribuciones jurisdiccionales que lo erigen como tribunal 
de agua para resolver los conflictos que se suscitan entre los usuarios 
del recurso. De él dependen las Subdelegaciones de Aguas, dispo­
sitivos intermedios que ejercen la adm inistración de los ríos más 
importantes de la provincia. Cada Subdelegación tienen funciones 
sim ilares al DGI en lo referido a la distribución equitativa del agua 
para distintos usos a nivel primario, asimismo coordina el manejo 
de los sistemas secundarios y terciarios que se encuentran a cargo 
de las Inspecciones de Cauces.
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Esquema 1: Organización Institucional del DGI

Departamento de ' 
Irrigación

8 Subdelegacíoncs de Agua ' 
(una por cada río): Mendoza, Tunuván 

superior, Tunuyán inferior, Atuel, 
Barrancas, Diamante, Malargüey 

Colorado.

inspecciones de 
cause 

consorcio de usarios)

Fuente: Elaboración propia

La Inspección de Cauce es un organismo formado por los usuarios, 
que tiene amplia responsabilidad en el m anejo y adm inistración de 
las redes secundarias. En 1996 por ley 6405, el DGI fue descentra­
lizado, dándole mayor participación a las Inspecciones de Cauce. 
Asimismo, estas fueron ajustadas a una escala de gestión más ade­
cuada a la realidad de la estructura productiva. Así, de las más de 
700 Inspecciones de Cauces existentes a mediados de la década de 
los '80, se ha producido un proceso de integración, y en la actua­
lidad existen 163. Esto ha introducido algunas trasformaciones en 
los regím enes de distribución del recurso, que no pueden definirse 
explícitamente como mercantilistas, sin embargo están orientadas a 
flexibilizar la distribución, de forma tal que se ajuste a Lina estruc­
tura productiva en la que el Estado haya resignado gran parte de 
su poder regulatorio histórico en beneficio de agentes económicos 
privados más concentrados.

II. Protagonistas de la mercantilización del agua

Ente Provincial de Agua y Saneamiento
Como hemos mencionado más arriba, la ley 6044 que sentaba 

las bases para la privatización del servicio de agua potable y sa­
neamiento en la provincia de Mendoza contemplaba la creación 
del ente regulador. La constitución del Ente Provincial de Agua 
y Saneam iento (EPAS) se realizó bajo los preceptos del modelo
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anglosajón, es decir, prestando atención a delim itar con absoluta 
justeza los ámbitos de la empresa prestadora y la regulación de los 
servicios públicos.

El EPAS depende directam ente del M inisterio de Ambiente y 
Obras Públicas de la Provincia y cuenta en su estructura organi- 
zacional con un directorio, formado por un presidente y cuatro 
m iem bros en calidad de vocales. El presidente es electo por el 
Ejecutivo Provincial, previo acuerdo del senado local. Los vocales 
también son designados por el Poder Ejecutivo, tres en forma directa 
y el cuarto a propuesta del Comité de Coordinación Municipal. El 
presupuesto anual del EPAS se compone de una asignación fija, de 
alrededor de 1,2 de millones de pesos anuales, y un componente 
variable, procedente de la deducción de una tasa de 2,67% de la 
facturación por los servicios de agua y saneam iento de OSM. Esto 
pone en evidencia que el presupuesto del controlador está directa­
mente relacionado con la facturación del controlado, abriendo serios 
interrogantes sobre los estímulos del Ente para reducir los ingresos 
de la empresa; pero principalmente, y en un sentido más general, 
sobre la falta de independencia económica, política y financiera del 
Ente regulador, de cara a la continuidad de la concesión privada de 
los servicios en estudio.

El EPAS ha recibido críticas desde diferentes lugares, desde la 
cooptación política frecuentemente realizada por la empresa pres­
tataria, hasta la apropiación del marco regulatorio por la empresa 
privada, que a menudo se realiza desde distintos sectores políti­
cos. Sin desestim ar ciertas acusaciones sobre presuntos hechos de 
corrupción que salpican al regulador y pese a lo sugestivas que 
pueden ser estas acusaciones cruzadas, creemos que sim bolizan 
sólo el efecto de lo que está de fondo, es decir, ocultan los intereses 
sectoriales que promueven estas diferencias. Sobre todo centrando 
la atención en los beneficios sociales y accionarios, que produce la 
adm inistración privada de los servicios de agua potable y sanea­
miento bajo la vigilancia de un Ente creado concomitantemente con 
la privatización. Lo que implica la formación de un organismo nuevo, 
sin experiencia, para regular a empresas con amplia experiencia en 
el sector de agua a nivel mundial.

En rigor, las fallas del marco regulatorio, la debilidad del EPAS, 
o su cooptación por parte del m áxim o prestador privado de los ser­
vicios de agua potable y saneamiento, sólo son los síntomas de una
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evidencia más profunda, en palabras de los especialistas de FLACSO 
"la plena funcionalidad de la regulación pública -y  la consiguiente 
desnaturalización de su propia fundam entación- de los servicios 
privatizados respecto de la lógica de acumulación y reproducción 
del capital de los grandes conglomerados locales y extranjeros que, 
a partir de su activa presencia en los distintos procesos de privati­
zación, han pasado a consolidarse como el núcleo hegemónico del 
poder económico en el país" (Azpiazu y Basualdo, 2001).

Usuarios
Las trasformaciones de la estructura social argentina sobre todo 

en la década del noventa, han moldeado una ciudadanía a la medida 
de las necesidades del régim en rentístico-financiero inaugurado en 
1976.

Consideram os oportuno retomar la noción esbozada anterior­
mente, según la cual la inauguración y fortalecim iento del régimen 
rentístico financiero se produce en diferentes momentos. Desde el 
Rodrigazo, pasando por el Golpe m ilitar hasta la sanción de la Ley 
de Entidades Financieras puede decirse que se constituyen las bases 
institucionales para asegurar la acumulación de capital pivoteada 
por la valorización de títulos financieros.

El clima internacional favoreció esta forma de hacer negocios en la 
Argentina, sobre todo por la asimetría entre las tasas de interés inter­
nacionales y locales, que habilitaban a los agentes con capacidad de 
endeudarse en el extranjero a valorizar aceleradamente sus activos. 
No obstante, esta coyuntura internacional comenzó a mostrar signos 
de agotamiento hacia fines de la década de los '80. A esta altura se 
presentaba una nueva bifurcación histórica a la sociedad argentina. 
Esta era desandar los caminos recorridos durante la última década y 
media, para retom ar un régim en de acum ulación productivo y con 
inclusión social o profundizar las trasformaciones iniciadas, esta 
vez yendo por la liquidación de los bienes públicos y la reforma del 
Estado. Si bien en las elecciones de 1989 la población se m anifestó 
m ayoritariam ente por el candidato que logró sintetizar la primera 
alternativa bajo el lema de "revolución productiva y salariazo", no 
obstante, el presidente Menem una vez en el cargo se desdijo con 
actos de gobierno de sus promesas de campaña. Resultando aquel 
lema una inm ensa paradoja.

Sin embargo la liquidación del patrimonio público exigía una ir
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cuarta reforma institucional que completara los cambios iniciados 
en la segunda mitad de los '70. Ahora era necesario ganar la bata­
lla ideológica orientada a desarticular las organizaciones sociales 
de carácter público (organism os del Estado, uniones vecinales, 
cooperativas, clubes sociales, sindicatos, etc.), exponiéndolas como 
obsoletas, corruptas e ineficientes. En su lugar, la iniciativa privada 
debería jugar un rol primordial.

La eficiencia del discurso ideológico, trajo consecuencias mate­
riales reales, la disolución de los lazos com unitarios e identidades 
colectivas, junto con la intensificación y generalización del indivi­
dualismo. Esta constitución de la estructura social, permite entender 
la impavidez de los usuarios atomizados, ante el desempeño, usura­
rio en muchos casos, de las empresas trasnacionales que asumieron 
la tarea de prestar servicios públicos en los noventa.

En este sentido, la privatización de la empresa pública de agua 
potable en Mendoza, conduce generalmente a contemplar la evolu­
ción en la calidad del servicio, sin detenerse a observar la división 
tajante establecida entre ciudadanos servidos y no servidos por la 
empresa privada.

Si bien en la etapa anterior no toda la población estaba provista 
por la empresa pública, principalmente por las características mor­
fológicas del territorio provincial, que concentra la mayor parte de 
su población en los oasis irrigados y cuenta con gran dispersión de 
su población rural, sobre todo del secano, la no-prestación del servi­
cio de agua potable era una carencia a com pensar para la empresa 
pública. En cambio, la Sociedad Anónima excluye de su universo 
significante a los habitantes no conectados a su red, concentrándo­
se solamente en sus usuarios, y secundariam ente en potenciales 
usuarios de las denom inadas áreas de expansión, pero siempre 
midiendo en última instancia el costo-beneficio de incorporar a 
estos nuevos usuarios.

En otras palabras, se pasó en poco menos de una década de con­
siderar al servicio de agua potable como un derecho fundamental 
que prescinde de especulaciones econom icistas, a contemplarlo 
como una comodidad más, cuyo acceso queda fuertemente ligado 
a la capacidad de pagar por él.

Para no reproducir en el plano teórico la lógica impuesta en la 
práctica, y partiendo del supuesto de que el agua de calidad es un 
derecho de todos, bosquejaremos los estratos de residentes mendo-
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cirios, según la estrategia desplegada para la adquisición del agua 
para consumo humano.

Distinguim os tres estratos fundamentales, en primer lugar los 
mayoritarios que están conectados a la red de agua potable, en 
segundo lugar los no conectados a la red, pero servidos por alguna 
asociación intermedia y finalmente los residentes no conectados ni 
servidos.

La prestación de los servicios de agua potable y saneamiento, 
debido a las características de indivisibilidad que tiene el sistema 
dendrítico de distribución del agua y recolección de efluentes, reviste 
el carácter de monopolio natural. Como todo monopolio su control 
asegura una posición dominante, que puede significar un deterioro 
de la situación de los usuarios en caso de no existir las regulaciones 
públicas necesarias, tal es el caso mendocino con un EPAS dism i­
nuido, como observáram os en el apartado anterior.

Al com enzar este trabajo expusimos algunas trasformaciones 
estructurales del régimen de competencia a nivel nacional. Distin­
guimos como uno de los rasgos dominantes el paso de un régimen 
penalmente represivo de los monopolios económicos a otro más laxo. 
Asimismo, indicamos que estos cambios son la condición de posibili­
dad de la concentración de la economía nacional y particularmente de 
las privatizaciones ejecutadas en la década del noventa. Veamos ahora 
los efectos sociales de estos cambios en el caso de la privatización del 
agua potable y el saneamiento en la provincia de Mendoza.

La privatización de la empresa OSM, en primer lugar, pone a los 
usuarios en situación de clientes cautivos de una compañía trasnacio­
nal de forma unilateral e inconsulta por parte del gobierno provin­
cial. En este sentido, por las particularidades típicas del monopolio 
natural, los usuarios de OSM no pueden decidir cuál es el operador 
que más les conviene.

Por otra parte, la despreocupación de los usuarios durante la pri­
vatización de OSM, se extiende a la etapa de gestión privada de la 
empresa, pues pese al reparo constitucional en su artículo 42 sobre la 
participación de los usuarios en el ente regulador, en la práctica esto 
es un propósito que aun no se ha alcanzado (Akhmouch, 2004: 96).

La ausencia de representación de los usuarios en el ente regula­
dor no es la única anormalidad que denota un retroceso del interés 
público, sino que también han existido serias infracciones a la Ley 
de Colegiación Obligatoria, según la cual no se puede representar i r
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o asesorar en forma simultánea o sucesiva a personas que tengan 
intereses contrarios en una acción judicial. En 2002, se publicó una 
nota (LA,13/04/2002) donde Prodelco denuncia qué desde 1999, 
el EPAS y Obras Sanitarias tienen como abogados asesores a dos 
profesionales acusados de ser socios y com partir el mismo estudio 
jurídico. Esto no constituye un hecho aislado, sino un síntoma más 
de la funcionalidad del esquema institucional empresa privatiza- 
da-ente regulatorio en un régimen de acumulación rentístico, con 
controles sociales reducidos.

La privatización de los servicios en estudio, también trajo como 
consecuencia la segmentación de tipos de usuarios, según su capa­
cidad de pago. De acuerdo al artículo 26 de la Ley 6044, el Poder 
Ejecutivo podrá otorgar subsidios para el pago del consum o de 
los servicios de agua potable y de desagües cloacales, a favor de 
jubilados y usuarios residenciales de escasos recursos. Asimismo, 
dicha Ley contempla una compensación monetaria a los operadores 
afectados en valores sim ilares a los subsidiados.

A parte de la compensación legalmente garantizada a la empresa 
privada para brindarle el servicio fundamental a los sectores menos 
favorecidos, esta segmentación entre tipos de usuarios también le 
permite a la empresa aumentar las presiones tributarias a los usuarios 
con mayor capacidad de pago, con medidas que van desde el corte del 
servicios o el incremento de recargos por falta de pago, hasta la im­
pensada crim inalización de los endeudados (Akhmouch, 2004: 45).

Otro tipo de usuarios son los servidos por operadores intermedios, 
integrados por los municipios de Maipú (con 32000 conexiones de agua 
y 16000 de cloacas), Lujan (que registra 18500 conexiones de agua y 13500 
de cloacas) y Tupungato (que posee 3500 residencias servidas con agua 
potable y 1000 con el servicio de desagüe cloacal). Este último municipio 
cubre la totalidad de su territorio, y no sólo áreas periurbanas y rurales 
como los dos anteriores (Akhmouch, 2004: 81).

Estos prestadores interm edios de los servicios en estudio, no 
estereotipan a los usuarios en calidad de clientes, sino como contri­
buyentes. En este sentido, los reclamos por atraso en las inversiones 
para expandir la red, la falta de calidad y cantidad en los servicios, 
etc., son canalizados directam ente por los usuarios a través del mu­
nicipio correspondiente, y no por medio de asociaciones protectoras 
de los consumidores, como en el caso de la empresa privada. Así, los 
usuarios de los servicios públicos poseen herram ientas de control
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institucionalm ente más consolidadas, asociadas a los mecanismos 
de participación ciudadana.

Pese al carácter formal que ostentan las democracias latinoameri­
canas durante el imperio del neoliberalismo, las instancias mínimas 
de participación social que no se pueden privar, constituyen ámbitos 
más sólidos de control de gestión de los servicios públicos que los 
establecidos para la regulación de los monopolios privados.

El segundo grupo de estrategias para la obtención del agua para 
consumo humano nuclea a los hogares que, pese a carecer de un 
servicio de red, son abastecidos por alguna asociación encargada de 
potabilizar el agua. Estos usuarios generalmente son miembros de 
Cooperativas, Uniones Vecinales u otro tipo de asociaciones civiles 
organizadas para la prestación del servicio en zonas m arginales de 
los aglomerados urbanos.

Generalmente estas asociaciones sirven a hogares dispersos por la 
geografía mendocina, donde llevar la red de agua potable tiene un 
costo superior a los beneficios generados. En este sentido, la presta­
ción del servicio por esta vía constituye una alternativa socialmente 
aceptable y económ icamente viable; no obstante, la proliferación de 
esta estrategia para proveer el agua potable encuentra en Mendoza 
una limitación estructural, ya que a diferencia de la Pampa Hú­
meda, donde esta modalidad es bastante exitosa, en esta provincia 
no se cuenta con múltiples fuentes de agua superficial o adecuada 
disponibilidad de agua subterránea, enfrentando una restricción 
ecológica difícil de solucionar.

En otra dirección, la evolución de las asociaciones civiles de servi­
cios de agua potable ha mostrado en las últimas décadas un ajuste a 
las reglas de juego fijadas por el principal agente del sector, que es la 
empresa privada OSM SA. En este contexto, los prestadores comuni­
tarios se ven obligados a desarrollar una administración empresarial, 
con un esquema de toma de decisión estructurado en torno a los costos 
y beneficios de su gestión, sin tomar en cuenta sus principios y valores 
y los aportes en términos no sólo económicos, sino especialmente en 
el terreno del desarrollo humano. En este sentido, nuestros informan­
tes nos sugieren que ante la posibilidad de expandir la cobertura del 
servicio brindado por algún prestador comunitario, éstos evalúan la 
rentabilidad de dicha iniciativa, siendo el poder adquisitivo de los 
potenciales usuarios uno de los principales factores a considerar. 
De esta forma, los principios de solidaridad, altruismo, no-lucro que i r

229

La
tit

ud
Su

r



La
tit

ud
Su

r

José Luis Jofré / Damián Fernández C ataldo

históricamente guió la acción cooperativa, quedan restringidos al 
círculo cerrado de los miembros de la asociación, relativizando el 
alcance social de este tipo de entidades.

Finalmente, el último estrato que consideraremos está formado 
por los hogares más desafortunados para conseguir agua de buena 
calidad para el consum o humano. Estos hogares no están conecta­
dos a red, ni abastecidos por algún tipo de prestador comunitario. 
Situados generalm ente en los m árgenes del oasis productivo o 
directam ente en el secano, su estrategia para la provisión del agua 
consiste en la disposición de pozos freáticos en la mayoría de los 
casos, o el sum inistro directo desde canales de riego. En ambos 
casos, la estrategia de potabilización predom inante es la cloración, 
la ebullición o raramente la exposición a rayos ultravioleta.

Claramente, estos hogares permanecen invisibles a las estrategias 
de regulación provincial de los servicios públicos de agua potable, 
y difícilm ente escapen de este estrato mientras estas regulaciones 
perm anezcan orientadas por criterios de corte estrictam ente eco- 
nomicista.

Grupos empresarios
La participación de poderosos grupos empresarios de nivel in­

ternacional estuvo presente desde el inicio del proceso de reforma 
institucional de OSM SE. No obstante, la aparición en la escena pú­
blica de intereses empresariales se produjo cuando en el año 1996 el 
ejecutivo provincial convocó a la licitación, sólo del gerenciamiento, 
no así del paquete accionario, de OSM SA. En esa ocasión fueron pre­
seleccionados dos grupos, General des Eaux y Northumbriandm de 
Inglaterra. Ante este panorama, uno de los grupos excluidos, Saur 
International, presentó una apelación a esta licitación, con el aval 
jurídico de Roberto Dromi.

Este fue el debut público de Saur en la escena mendocina, pos­
teriorm ente iba a constituirse en el agente más dinám ico en la 
gestión de servicios de agua potable y saneam iento en la provincia 
de Mendoza. Saur International es un grupo francés, tercero a ni­
vel mundial en la operación de servicios públicos, dependiente de 
Bouygues SA. Si bien, en el momento de su arribo a Mendoza, no 
contaba con inversiones significativas en el continente americano, 
el servicio de agua potable en esta provincia representaría su debut 
comercial en la región.
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Ahora bien, con la intención de lograr un análisis riguroso, acla­
raremos brevemente la estructura accionaria de Obras Sanitarias 
Mendoza para, de esa manera, comprender luego el accionar de los 
consorcios que participaron en su privatización.

Cuando se crea OSM SA, el gobierno provincial conservó todas 
las acciones clase A, que representaban el 90% del capital total 
de OSM. El 10% restante, las acciones clase B, fueron usadas para 
sum ar el apoyo de los trabajadores al proceso privatizador, bajo 
el solemne rótulo de Program a de Propiedad Participada (PPP) el 
gobierno provincial echó mano a una medida de probada eficacia 
a nivel nacional para quebrar la oposición sindical.

Además, los estatutos de OSM SA adm itían la ampliación del 
capital social, bajo el requisito de agregar los activos de OSM SE, 
y consentir el ingreso de fondos privados. Estas acciones fueron 
denominadas clase C, y quedaron constituidas para ser otorgadas 
al futuro operador técnico de la empresa.

Así, cuando en 1998 el gobierno de Mendoza llamó a licitación 
del 50% de las acciones clase A6, y el 20% de las acciones clase C; 
Saur International se quedaría con el 32,09% de las acciones tota­
les, 12,09% de clase A y 20% de las acciones clase C, estas últimas 
representaban la totalidad de las acciones de gerenciam iento de los 
servicios de agua potable y saneamiento.

De esta forma Saur devino en el operador técnico, constituyéndose 
en el interlocutor privilegiado ante los requerim ientos de los usua­
rios, quedando de esa forma el Ente de control en un rol subalterno, 
como lo demuestran encuestas realizadas por Prodelco durante el 
año 2001 "el 80% de la población no sabe qué es un ente regulador 
y el 20% restante, si bien tiene una idea, no alcanza a definir los 
intereses que defiende" (LA, 26/07/2001).

El otro socio mayoritario fue ENRON Corporation, que se quedó 
con el 32,09% de las acciones clase A. Cuando ENRON ese mismo 
año crea en Estados Unidos la empresa Azurix Corporation, con el 
objetivo de fortalecer la totalidad de sus negocios en el sector del 
agua, Azurix Mendoza S.A. tomó la propiedad de las acciones que 
había adquirido ENRON en el proceso licitatorio.

6 Es decir, se cedería en total el 70% de las acciones de la empresa, conservando 
el gobierno provincial el 20% de las acciones clase A y los trabajadores el 10% 
restante a través del PPP. i r
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Ahora bien, en la justa ponderación de estas maniobras, encon­
tram os la clave para com prender el sentido de todo el proceso 
privatizador. Azurix Corporation y Azurix Mendoza S.A. son dos 
eslabones de la cadena de más de 3000 subsidiarias y sociedades 
creadas por ENRON en todo el mundo con el objetivo de registrar 
ingresos extraordinarios y licuar deudas descomunales. Esta es 
una estrategia empresaria relativamente novedosa, encuadrada en 
el marco de la valorización rápida del capital que impone la etapa 
de financiarización de la economía global.

Definimos a este tipo de capital como especulativo o financiero, 
y a la fase histórica en la que éste asume un rol hegemónico, como 
capitalismo financiero.

Para precisar el comportamiento de estos agentes económicos nos 
remitiremos a los estudios regulacionistas; ellos sostienen que el 
sustento doctrinal del capitalismo financiero es la teoría de la "so­
beranía accionaria" que legitima el control de la empresa por parte 
de los accionistas (Aglietta y Rebérioux, 2005). No obstante, ante la 
imposibilidad de éstos para efectuar la dirección desde el exterior, este 
control se materializa a través de una consigna de gestión: la exigencia 
de rentabilidad financiera. Estrechamente asociado a esta doctrina 
se encuentra la reducción del riesgo empresario, pues la liquidez de 
los mercados de capital permite trasladar rápidamente fondos de una 
actividad a otra ante el menor signo de incertidumbre, lo que retroa- 
limenta la necesidad de m axim izar los resultados positivos.

En este contexto, la lógica macroeconómica establece un techo a 
las posibilidades de valorización de los títulos bursátiles, asociado 
al potencial económico real de la empresa. No obstante m icroeco- 
nómicamente existen numerosas estrategias para estim ular el ren­
dimiento financiero, todas ellas apuntan a sobrevalorar las acciones 
bursátiles para mantener el alza especulativa de los títulos en bolsa. 
Las estrategias para lograrlo son muchas, y la empresa ENRON 
constituyó un modelo práctico de todas ellas. Según Aglietta y 
Rebérioux "estos métodos com binan el aumento de la palanca del 
endeudamiento, el crecim iento externo, la reducción de la base de 
activos de la empresa y la compra de acciones" (Aglietta y Rebé­
rioux, 2005: 2).

En este paquete de "ficciones" contables, generalizadas por miles 
en la etapa en que las finanzas se presentan como hegemónicas, las 
privatizaciones encuentran su verdadero sentido. Que en la privati­
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zación de OSM SA haya participado la corporación económica más 
identificada con estas estrategias de valorización es un dato acce­
sorio, lo realmente substancial es la generalización de este tipo de 
prácticas en la fase financiera del capital, y la incapacidad del sector 
público para desplegar los contrapesos necesarios que redundaran 
en la protección de los derechos del ciudadano.

El tercer miembro internacional integrante de la privatización de 
OSM SA, aunque con una participación m inoritaria del 2,5%, es la 
italiana Italgas. Esta sociedad, cuya mayoría accionaria pertenece al 
Vaticano, creció al amparo del Plan M arshall en la segunda posgue­
rra. Si bien cuenta con sus negocios consolidados en el área de gas 
natural, la participación en la compra de OSM SA, obedece a una 
estrategia de diversificación moderada de su paquete accionario.

Finalmente, el grupo local Inversora de Mendoza SA adquirió el 
3,32%, repartido en partes iguales entre las empresas inm obiliarias 
mendocinas: Constructora Presidente de Mario Groisman y Dalvian 
SA de Alfredo Vila.

La participación accionaria de los dos empresarios más importan­
tes del rubro inmobiliario, remite a la discusión perm anente sobre 
las lim itaciones del poder público mendocino para la planificación 
del ordenamiento territorial urbano. Sintéticamente, el área m e­
tropolitana de la provincia de Mendoza se encuentra situada entre 
la pre-cordillera andina y el oasis productivo norte, por lo tanto, 
cualquier proyecto inmobiliario debe desarrollarse ganando terreno 
a la montaña o a la tierra productiva.

Los defensores de la urbanización del piedemonte, Groism an y 
Vila, sostienen que es prioritario preservar los recursos producti­
vos del oasis, justificando así la razonabilidad de sus inversiones 
en el área cordillerana (Akhmouch, 2004: 68). Quienes critican esta 
alternativa, llam an la atención sobre la pérdida de la capacidad 
natural de retener aguas pluviales por parte de la pre-cordillera, 
según Marziali "no sólo contam ina la actividad de la ciudad sino 
la propia existencia de la ciudad. Al construir un barrio en el pie­
demonte no hay simplemente cloacas o pozos sépticos, también hay 
vegetación natural destruida y un aumento de la escorrentía hacia 
el valle porque las calles y los techos no retienen el agua de lluvia" 
(Carlos Marziali. 2004).

Más allá de la discusión sobre las alternativas más convenientes de 
crecim iento de la ciudad, lo evidente aquí es el propósito que persi-
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guen los socios locales de OSM SA, máxime si se tiene en cuenta que 
sus proyectos inm obiliarios tanto terminados como concebidos aún 
no cuentan con el sum inistro de agua potable7. Akhm ouch señala 
que "si bien Inversora de Mendoza SA no es el operacior técnico de 
OSM, la participación de los protagonistas en su capital social es un 
primer paso para intentar influir en el cronogram a de inversiones 
e infraestructura que prioriza, siendo una idea constante incluir 
los terrenos comprados en el perím etro de concesión de OSM para 
facilitar su urbanización". (Akhmouch, 2004: 64).

Resumiendo lo desarrollado en este apartado, podemos decir que 
existe una gran intervención activa de diferentes agentes económicos 
privados, con objetivos estratégicos distantes de la expansión y mejora­
miento de los servicios prestados, más bien orientados a la valorización 
de sus propios activos financieros en el caso de las corporaciones inter­
nacionales o de sus inversiones inmobiliarias en el caso de los socios 
locales. Por su parte, la tolerancia y/o disimulo de los responsables 
políticos, ya sea el Ente, el Ejecutivo Provincial o los legisladores, ante 
los comportamientos de las empresas adjudicatarias contribuyeron a la 
desprotección de los usuarios y a la pérdida de calidad del servicio.

La regulación tarifaria de los servicios de agua
Tanto en el caso del agua potable, como en el de agua para riego, 

los consum idores deben pagar una contraprestación pecuniaria 
por el sum inistro de agua. En Mendoza esta contraprestación se 
instrum enta a través de la tarifa de los respectivos servicios. La 
tarifa es el precio regulado por el poder público que se les cobra a 
los usuarios. Este precio a diferencia del precio m arginal, no está 
liberado a la discrecionalidad de los agentes. La tarifa como meca­
nismo de fijación de precio, procura observar la eficiencia social y 
ambiental en el marco de la adm inistración del agua.

José Luis Jofré / Damián Fernández Cataldo

7 En esta misma sentido, autores investigadores locales sostienen respecto 
a la disputa entre uso urbano y uso rural de agua que "este conflicto puede 
verse agravado por aquellos que impulsan el crecimiento de la ciudad hacia el 
Oeste, actualmente fuera del área de alcance de los servicios de agua potable. 
Se arguye que detrás de esta expansión de la ciudad hacia zonas sin servicio 
de agua potable podría existir un negocio inmobiliario. Es decir, se compran 
hoy tierras de muy bajo valor para que luego, con la provisión de agua potable, 
su valor aumente considerablemente. Desde luego que este proceso se puede 
mejorar con una correcta intervención del Estado para evitar enriquecimientos 
privados indebidos" (Díaz Araujo y Bertranou, 2003: 55).
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En am bos servicios, la tensión perm anente durante la etapa neo­
liberal, y aún en la actualidad, gira en torno a la priorización de 
eficiencia en el consumo; esto significa remplazar a la tarifa por un 
precio liberado, de forma tal que el sum inistro de agua se extienda 
a tal punto, que el costo del agua se equipare a la voluntad o posibi­
lidad de pagar por parte de los usuarios, es decir, que se reemplace 
el precio regulado por un precio marginal.

En términos abstractos, la concepción marginalista otorga a los 
usuarios la responsabilidad de analizar los costos y beneficios de 
insumir una unidad adicional de agua, introduciendo un elemento 
de considerable valor en términos de eficiencia en el consumo. Esta 
estrategia regulatoria, incorporada en el contrato de concesión de OSM 
SA como el horizonte del régimen tarifario carece, no obstante, de la 
consideración de la estructura social sobre la que se aplica. De fijarse un 
precio en términos marginalistas a una estructura social inequitativa, se 
generarían las condiciones para realizar una distribución del agua que 
reproduzca aquellas inequidades. Además afectaría una mayor parte de 
los ingresos, en términos proporcionales, de los sectores sociales más 
vulnerables que de los sectores con mayor capacidad económica.

La estructura tarifaria de la provincia de Mendoza para el agua 
potable, en gran medida heredada de la empresa estatal, consiste 
en un polinom io que com bina la superficie del terreno del usuario, 
la superficie cubierta, la ubicación de la propiedad, la antigüedad 
de la construcción, y algún coeficiente de ajuste por cambios en el 
nivel de precios. De esta forma, se asegura que quienes tengan mayor 
poder adquisitivo sean los que pagan más por el agua.

Si bien a lo largo del período analizado la tarifa de agua potable 
no experimentó trasformaciones sustanciales, hubo una importante 
campaña orientada a inducir a la población acerca de la ventaja de 
pasar del cálculo tarifario en función del polinom io8 a otro estric-

8 T = (St * Tt.base +£ Se * Te.base * E) * Z * K 
En donde:
T: Tarifa mensual 
St: Superficie del terreno
Tt.base: Tarifa general por metro cuadrado de superficie de terreno 
Se: Superficie cubierta
Te.base: tarifa general por metro cuadrado de superficie cubierta 
K: Coeficiente de ajuste tarifario
E: coeficiente de antigüedad y calidad de la edificación 
Z: Coeficiente de ubicación del inmueble (En el Anexo II del contrato de 
concesión)
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tamente volumétrico. Esta estrategia regulatoria, que es una avan­
zada del mercado sobre los servicios públicos, tuvo efectos reales 
concretos, la adquisición de 80000 medidores para ser instalados en 
los domicilios particulares, el diseño de un esquema de transición 
a la nueva forma de facturación e incluso el tratamiento, sin éxito, 
por parte de la legislatura provincial de un régimen tarifario en 
función del caudal consumido (LA, 23/07/1998). A la fecha, OSM 
SA cuenta con 22500 conexiones con consumo medido, un 5% de su 
clientela, por su parte, los operadores com unitarios registran 83092 
usuarios con medidor de consumo de agua potable; finalmente, en 
San Rafael existen 250 conexiones que poseen un régimen mixto, 
es decir una parte de la tarifa es por cuota fija y otra por el sistema 
medido (LA, 15/08/09).

El proceso licitntorio de OSM SA y las renegociaciones 
contractuales

En enero de 1998 el gobierno de Mendoza puso en licitación inter­
nacional el 70% de las acciones de OSM SA, esta era la segunda tenta­
tiva de transferir la empresa a capitales privados, luego del frustrado 
intento de 1996. En esta ocasión se ofrecía un componente adicional 
respecto a la licitación anterior, ya no sólo se entregaban las acciones 
de gestión de la empresa, sino también las de capital, conformando 
un atractivo paquete para los consorcios internacionales.

El objetivo manifiesto por parte del gobierno era la extensión de 
la cobertura de los servicios de agua potable y saneam iento a la 
totalidad de los habitantes en un período de 25 años.

A esta licitación se presentaron tres grupos, Consorcio Acon- 
cagua/Saur, Consorcio Alfa (AgBAr/Lyonnaise y otras) y ENER- 
SlS-Chile/Severn trend Water (B1D, 2007). Como el criterio para 
seleccionar al ganador fue el de mayor oferta económica por las 
acciones, resultó adjudicado el consorcio Inversora de Aconcagua 
S.A., liderado por Enron, Saur e Italgas, e Inversoras de Mendoza 
S.A., los que ofrecieron un total de US$ 132,7 millones por el control 
de la empresa, a lo que se debe agregar US$ 18,5 millones como 
aporte de capital. El contrato regía por un período de 99 años, re­
negociables cada 25 años.

José Luis Jofrh / Damián F ernández C ataldo
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Tabla 2: Composición de OSM SA después de la venta de acciones y aportes 
de los miembros del consorcio adjudicatario

Inversor Participación en 

el capital 

accionario

Aporte del grupo 

inversor-operador 

(millones de US$)

Gobierno de Mendoza 20,00 %

Programa de Propiedad Participada 10,00 %

Saur International 32,09 % 50,57

Enron Corporation 32,09 % 85,21

Italgas 2,50 % 6,60

Groisman 1,66 % 4,35

Vila 1,66 % 4,35

Fuente: Diario Los Andes 11/06/1998

Tal como sostiene Daniel Azpiazu, independientem ente de la 
presencia estatal en la composición accionaria de OSM SA, esta no 
repercutió en un control más estricto sobre la efectiva prestación 
del servicio (Azpiazu et al, 2008: 50). Lo que sí fue irreprochable, al 
menos por su presencia en el contrato de concesión entre el gobierno 
y la empresa, es el Plan de Operaciones y Expansión (POE) que Saur 
Internacional, como el operador técnico, asum ía realizar durante 
la concesión. Este, detalla el cronograma de inversiones, obras y 
servicios que Saur debería realizar con absoluta escrupulosidad.

El POE preveía m ejorar la atención de los clientes, introducir 
tecnologías que perm itan determ inar calidad, caudal, presiones y 
pérdidas, llevar las conexiones al máximo permitido por la geografía 
m endocina, m antenim iento de la infraestructura, protección de los 
recursos superficiales y subterráneos, etc. En total, la inversión para 
los primeros 25 años de concesión debía ser de US$ 336,6 millones, de 
los cuales US$ 128,1 millones correspondería al período 1996-2001. 
El POE no fue una exigencia adicional en el contrato de concesión, 
sino un objetivo institucional de OSM SA, que se fijara durante el 
breve período de la gestión pública de la Sociedad Anónima; y que 
el operador privado asum ió como propio en dicho contrato.

La privatización de OSM es testim onio de la plena vigencia hacia
i r
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1998 de la comunidad de negocios fundada sobre las bases de las 
leyes de Reforma del Estado de 1989. Nada hacía prever la polari­
zación del bloque hegemónico en el poder que se produciría poco 
tiempo después. Tal polarización tuvo como escenario privilegia­
do de lucha la institución monetaria. Los grupos económicos que 
habían concentrado las empresas nacionales de servicios públicos 
bregaron por la radicalización del Plan de Convertibilidad peso- 
dólar, su propuesta se sintetizaba en la dolarización lisa y llana de 
la economía argentina. Por su parte, la elite del empresariado local, 
con mercado en el exterior casi exclusivamente, se inclinó por un 
proyecto de devaluación del peso respecto al dólar, lo que significaba 
una im portante mejora en su competitividad internacional.

La crisis política y social de fines de 2001 inclinó la balanza a 
favor del proyecto que pugnaba por la devaluación de la moneda 
nacional, y abrió al mismo tiempo una nueva página en la relación 
del poder público con las empresas privatizadas.

En el caso puntual de OSM SA, trascendidos periodísticos del 
inm ediato período pos-devaluación, sostienen que el operador 
privado había incumplido en su totalidad el plan de inversiones 
comprometido, además del pago de multas, impuestos y canon que 
la empresa tampoco cumplió a la provincia (LA, 15/09/2002).

Resumiendo, el intento del operador privado de OSM por preser­
var el régimen de ganancias extraordinarias que se extendió hasta 
la devaluación, provocó en realidad, como reacción generalizada 
del sector público, la denuncia de irregularidades e incum plim ien­
tos contractuales por parte la empresa, que provocaron incluso la 
posibilidad de rescindir el contrato de concesión de la empresa de 
agua y saneamiento.

La tabla 4 sintetiza lo acordado en el año 2004 entre el Gobierno 
de la Provincia de Mendoza y la empresa OSM SA, respecto a los 
créditos y débitos recíprocos:

José Luis Jofré / Damián Fernández Cataldo
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Tabla 3: Renegociación contractual por OSM SA
Fuente: Elaboración propia en base a Anexo I Carta de entendimiento Provincia 

de Mendoza. Obras Sanitarias Mendoza SA (Anexo I Créditos y Débitos recíprocos)
En el boletín oficial 31/01/06

C réd ito s de O S M  SA

C on cep to M onto O bservación

S u b s id io s  por S erv ic io s  a u suarios S  17918009,56 O SM  SA  renuncia a reclam ar los intereses

re s id e n c ia les  de esca so s  recursos (del 01/ 01/95 al d even gados en tre  e l 01/ 01/95 y 12/06/98

31/01/05) cu yo capital es de S  3957582,96

S u b s id io s  por S erv ic io s  a u su arios $ 1 7 9 6 7 2 7 ,6 4 Los subsid ios o torg ados desde el 01/01/05

ju b ila d o s  de escaso s recursos (del 01/ 11/00 al 

31/12/04

se tratarán  co m o  d eud as corrien tes

C réd ito s  to ta les  de O S M  SA $ 19714737,2

D eu d as de O S M  SA

Im p u esto s a los In g reso s Brutos $  6376863,23  (desde Seg ú n  lo  d eclarado por O SM  SA , la D G R se

el 09/01 al 12/04) reserva el desecho a su revisión

C an o n  de co n ces ió n  (3 ,85%  de in- $ 8 8 9 8 4 5 5 ,5 La p rovincia acepta reprogram ar el pago  de

g reso s  o p erativ o s hasta 05/03 y del (entre 12/06/98 y la alícuota en un 6,13%  desde el cu arto  bi-

9 ,98%  desd e el 06/03) 31/12/04) m estre de 2003

$ 7 5 9 0 1 7 ,3 8 En tanto q ue los subsid ios por jub ilados y 

usuarios de escasos recursos constitu yen 

ingresos op erativos para O SM  SA

M u ltas del EPA S $ 1 4 5 0 0 0 0

(hasta el 31/05/04)

D eu d as T o ta le s  de O S M  SA $17484336 ,1

En dicho acuerdo quedó pendiente de definición la problemática 
relativa al cum plimiento de las metas del POE. En este sentido, los 
S 2,23 millones de saldo a favor de OSM SA resultantes de la carta 
de entendimiento que sintetizam os en la tabla 4, se relativiza si se 
introduce en el cálculo el déficit por obras comprometidas calculadas 
en $ 40 millones hasta fines de 2001 (BID, 2007).

Tampoco se logró un acuerdo respecto a la demanda que la em ­
presa realiza desde abril de 2002 respecto al aumento de la tarifa 
en un 34% y la renegociación del POE. En este sentido, el eje de la 
estrategia empresaria puede resum irse en la pretensión de pesificar 
sus deudas y dolarizar las tarifas. Por su parte, el poder concedente, 
es decir, el Ejecutivo Provincial, se mantuvo firme en la inm oviliza­
ción de la tarifa, argumentando que la rentabilidad de la empresa, un

i r
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13,24% en el año 2002, superaba el promedio nacional para empre­
sas del mismo rubro, que se calcula en un 11%9. Esta postura pudo 
sostenerse hasta 2008, cuando, en el marco de la segunda Carta de 
entendim iento entre el Gobierno y OSM SA, se asintió un aumento 
del 19,7% en las tarifas.

El contexto de licuación de las ganancias extraordinarias obte­
nidas por la empresa en el período de la convertibilidad, abrió la 
posibilidad de canalizar los reclamos empresariales por vía judicial. 
Tanto Azurix Corporation, representando a Azurix Mendoza S.A., 
como Saur International presentaron demandas de arbitraje ante el 
Centro Internacional de Arreglos de Disputas relativas a Inversiones 
(CIADI), alegando daños derivados de la devaluación efectuada en 
enero del 2002. (Perrone, 2008).

Pero Azurix Mendoza SA, subsidiaria de ENRON Corp., como ya 
hemos mencionado, encontró en la devaluación del peso nacional 
un pretexto, más que una causa de su descalabro. Pues en abril de 
2001 la casa m atriz había decidido desprenderse de Azurix Corp., 
dado los malos resultados que la empresa había tenido en todo el 
mundo. Asimismo, a principios de diciembre de 2001, ENRON Corp. 
se presentó en quiebra, poniendo en evidencia un modus operandis 
repetido por miles entre las empresas especulativas en la etapa de 
globalización financiera del capital.

En lo que respecta a OSM SA, en agosto de 2003 el síndico de la 
quiebra de Azurix Corporation puso a la venta en Houston, Estados 
Unidos, las acciones que poseía Azurix Mendoza SA, calculadas en 
un 32,09% del capital de la empresa. En este proceso, los oferentes 
fueron: los empresarios locales Groisman y Vila, una inversora brasi­
leña, Constellation, y la empresa nacional South Water Argentina SA. 
Resultaron precalificados los accionistas minoritarios locales y South 
Water, esta última finalmente se quedó con las acciones concursadas 
tras un desembolso de US$ 1,5 millones. Esta empresa, autodefinida

9 A modo de desagravio, la empresa de agua potable y saneamiento sostiene 
que sus pérdidas en el año 2002 fueron de $ 53 millones (Obras Sanitarias 
asegura que en 2002 perdió 53 millones de pesos, en Diario Los Andes, 
11/03/03) No obstante, toda esta información proviene de trascendidos 
periodísticos, ya que de la revisión documental efectuada en la presente 
investigación no hemos podido localizar ningún trabajo basado en los balances 
de la empresa, y las peticiones de su publicación por parte del EPAS han sido 
sistemáticamente rechazadas.

José Luis Jorré / Damián Fernández C ataldo
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como burguesía nacional, tiene el control de los servicios sanitarios 
de de Formosa desde 1994 y Santiago del Estero desde 1998.

La transacción confirm a una tendencia expresada por Azpiazu, 
según la cual en el período pos-convertibilidad "las empresas trans­
nacionales fueron reemplazadas por fracciones de capital nacional, 
ya sea a través de un incremento en sus participaciones accionarias 
o bien por nuevos interesados, particularmente fondos de inversión" 
(Azpiazu et al, 2008). A esto podemos añadir que los dos proyectos 
de re-estatización de las acciones de OSM SA fueron desestimados 
por la legislatura provincial.

Hasta agosto de 2009, la empresa acumulaba un incumplimiento 
en obras equivalente a $ 169.297.500,29 (LA, 04/08/09), en este clima 
el gobierno provincial decidió intervenir a OSM SA, y bajo la in je­
rencia estatal se decidió otro incremento en la tarifa que promedia 
el 36%, con un 24% para los hogares con menos demanda y hasta el 
51,5% dependiendo si son consumos medios o altos.

III. Balances y perspectivas de la privatización del 
servicio de agua potable en Mendoza

Impactos sociales y económicos de los procesos de 
privatización

Si partim os de la base de que los objetivos que debe alcanzar el 
complejo institucional montado para el servicio de agua potable y 
saneamiento son esencialm ente el bienestar y la comodidad de los 
usuarios; mejorar las condiciones de la salud pública, y m anejar los 
impactos ambientales para alcanzar condiciones de sustentabilidad 
de los recursos en un precio justo para los usuarios, la gestión pri­
vada de OSM  tuvo una discreta labor en la consecución de estos 
propósitos.

A diferencia de las privatizaciones de los servicios de agua pota­
ble y saneam iento de otras provincias, en Mendoza no se fijó como 
pauta para la gestión de la empresa privada la transferencia a los 
usuarios de los beneficios obtenidos por el aumento en la eficiencia 
del servicio o en la facturación de la compañía. En este sentido, los 
usuarios se encontraban con una tarifa fija, legalmente ajustable 
cada cinco años, independiente del empeoramiento del servicio o 
el crecim iento en la recaudación de la empresa.
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El único instrum ento contractual que disponía el sector público 
de Mendoza para exigir a la empresa privada era el exhaustivo POE, 
que al menos en sus aspectos enunciativos, constituía un verdadero 
modelo de intervención pública en la gestión privada de un servicio 
público, con plena observancia de las necesidades de la población 
interesada, es decir, de los usuarios servidos y potenciales. No obs­
tante, el cumplimiento efectivo de POE comprometido, se disipó por 
la conjunción de varios motivos, creemos que los más significativos 
son: 1) los objetivos estratégicos de la empresa reñidos con el interés 
social; 2) la insuficiencia institucional del EPAS para cumplir con los 
objetivos de regulación y control asignados y; 3) la especificidad de 
la actividad de los servicios de saneamiento, cuyos indicadores de 
avance no resultan fácilmente observables (por ejemplo: los costos 
de la empresa, la infraestructura física para la distribución del agua 
y la recolección de excretas literalmente bajo tierra, etc.).

Hemos tenido oportunidad de demostrar el origen y las estrate­
gias desplegadas por los accionistas que invirtieron en la empresa 
mendocina de agua potable, en su mayoría capitales trasnacionales, 
con gran experiencia en el rubro, alentados por el clim a favorable 
para la inversión extranjera en la etapa de convertibilidad de la 
moneda nacional. La naturaleza de estos capitales funciona bajo 
la lógica del capitalismo financiero hegemónico en todo el mundo, 
en este sentido, la participación de algunos capitales en OSM SA, 
responden más a necesidades de consolidación de los negocios, en 
un rubro específico para la valorización acelerada de activos, que 
a la protección de la salubridad pública. Por su parte, la participa­
ción m inoritaria de empresarios inm obiliarios locales tampoco fue 
garantía de observancia de los objetivos de expansión del servicio, 
sino solamente de lobby por una expansión focalizada del servicio 
a emprendim ientos habitacionales de alta gama, con un impacto 
social reducido. En este sentido, creemos que, el incum plim iento 
del POE por parte del operador técnico de OSM SA, se debe más 
al propósito de m axim izar sus utilidades que a la imposibilidad 
técnico-financiera de lograrlo.

El segundo elemento a considerar en el incum plim iento del POE 
es el desempeño del EPAS. Pese a que nuestro análisis documental 
nos conduce a aseverar el compromiso del Ente con lo convenido 
en el contrato de concesión, salvo algunas irregularidades que no 
alcanzan a em pañar la buena fe de los sucesivos directorios. No
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obstante, si nos centramos en el análisis de la eficiencia institucional 
de sus intervenciones, m ínim am ente podemos contar en su haber 
la resolución de conflictos específicos entre la empresa y usuarios 
particulares y además el otorgamiento de un marco regulatorio 
para operadores comunitarios, sin embargo representa un papel 
absolutamente ornamental a la hora de exigirle al principal operador 
el cum plim iento de sus obligaciones. Tal como lo mencionáramos 
anteriormente, esta carencia operativa obedece principalm ente al 
cambio paradigmático que se logra instalar en los noventa respecto 
al control social de las empresas de servicios públicos, rompiendo 
el esquema empresa publica-ciudadano e imponiendo la fórmula 
empresa privada-ente, con la necesaria reducción de los ciudadanos 
a meros clientes cautivos.

El tercer elemento que coadyuva en el incum plim iento del POE 
más que una causa es un subterfugio técnico para evadir lo acordado 
contractualm ente. En este sentido, creemos que el desconocimiento 
de los números reales de la empresa, la ausencia de publicación de 
memorias y balances o de sus costos operativos, por ejemplo, no 
sólo constituye un incum plim iento contractual, sino que responde 
a una intención deliberada por ocultar la rentabilidad de privilegio 
de OSM SA en el período previo a la devaluación.

Aun en la etapa de pos-convertibilidad, la rentabilidad de OSM 
logró ritmos de crecim ientos muy superiores al PBI nacional. Según 
inform es del EPAS, para el año 2002 la rentabilidad de la empresa 
fue de 13,24 % del desembolso iniciad de capital, es decir, que en un 
contexto de crisis general de la economía argentina, logró mantener 
niveles de rentabilidad que duplican el promedio de las empresas del 
mismo sector que operan en Europa y Estado Unidos. Estos niveles 
de rentabilidad chocan contra toda lógica, pues si bien es legítimo 
que se obtenga una ganancia justa por la actividad em presaria 
efectuada en el país, "la  eventual rentabilidad no debe exceder una 
relación razonable entre las inversiones efectivamente realizadas 
por el concesionario y la utilidad neta obtenida por la concesión" 
(art. 57 de la ley 23696) además debe estar vinculada a los niveles 
de eficiencia alcanzados por la empresa.

En el marco del oscurantism o de los números oficiales de la em ­
presa, y como reacción a la intervención de la empresa por parte del 
gobierno provincial en agosto de 2009, tiene lugar el resurgimiento
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de más de US$ 200 m illones contra la Nación, por los cambios en 
las condiciones económ icas que significó la devaluación del peso 
argentino en 2002.

Por su parte, la intervención a fines de 2009 ha encarado un plan 
de inversión por US$ 19 m illones (recordemos que el operador 
privado tenía un atraso de $ 169 millones) con fondos del BID y 
garantías del gobierno provincial. Asimismo, el gobierno evalúa 
iniciar acciones judiciales contra Saur para lograr un resarcim iento 
por daños sociales y ambientales, que mientras tanto, pagan los 
usuarios a través de un ajuste generalizado en las tarifas, también 
resuelto bajo la gestión del interventor.

Elementos para la regulación de los sei~vicios de agua en la 
provincia de Mendoza

Para concluir, sugerimos algunos lincamientos de política pública 
orientados a lograr dos objetivos principales: 1) revertir los resul­
tados sociales negativos de la gestión privada de OSM  SA durante 
más de una década y; 2) diseñar un nuevo montaje institucional 
para la gestión de los servicios de agua potable y saneamiento, en 
el que primen los objetivos de sanidad pública en vez del afán de 
lucro de los operadores privados.

La intervención de la empresa en agosto de 2009 por parte del 
estado provincial, junto con la indefinición de objetivos estratégicos a 
largo plazo por parte del interventor, deja abierto un amplio abanico 
de rumbos posibles para la gestión de los servicios de agua potable 
y saneam iento en Mendoza. El plazo de la intervención se fijo en 180 
días, y en lo que va de la misma se ha procurado un aumento en la 
tarifa y el acceso a un crédito para la realización de las retrasadas 
obras de expansión y renovación de la infraestructura instalada.

Estas medidas vislumbran dos escenarios antagónicos para la fi­
nalización de la intervención, por un lado la re-estatización de OSM, 
ya que sólo bajo control estatal se ha mostrado voluntad en cum plir 
con las obras adeudas a la población mendocina. Esta alternativa 
tiene como uno de sus mayores costos la demanda ya iniciada por 
la empresa ante el CIAD1 por US$ 200 millones.

Por otro lado, y teniendo en cuenta que el gobierno provincial 
no exhibe un perfil ideológico claro, es una alternativa posible la 
entrega de la empresa al operador técnico Saur. Si este fuera el caso, 
la empresa trasnacional recibiría OSM con una tarifa ajustada, con
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obras de infraestructura a inaugurar y con créditos respaldados por 
el estado provincial. Es decir, con un nuevo horizonte de rentabilidad 
de privilegio a costa del interés común. Una tercera alternativa es 
una gestión mixta, al estilo francés pero, como hemos visto a lo largo 
de este trabajo, la consecución de los objetivos sociales es difícil de 
conciliar con las pretensiones de rentabilidad empresaria.

Cualquiera sea el escenario que se proyecte, existen algunas es­
trategias regulatorias que se desprenden de nuestras indagaciones 
y conviene que sean tenidas en cuenta:

Establecer mecanismos orientados a regular el comportamiento y la 
rentabilidad de los servicios públicos de agua potable y saneamiento.
En caso de una gestión m ixta o privada, los niveles de rentabi­

lidad deben estar a la altura de los alcanzados por empresas del 
mismo rubro que actúan en el país o en el extranjero, es decir, fijar 
una rentabilidad justa y razonable en el orden de un 6% anual de la 
inversión efectuada. Más aún, jam ás pueden ser superiores a los de 
las empresas de la misma actividad que actúan en mercados más 
competitivos, pues en estas el riesgo empresario es mayor, mientras 
que en el caso mendocino es prácticamente nulo. Asimismo, es re­
comendable revisar las utilidades extraordinarias absorbidas por la 
empresa, y fijar un plan de reintegro a los usuarios. En el caso de 
una gestión pública, la rentabilidad de la actividad debe restituirse 
a los usuarios por medio de una reducción tarifaria o destinarse a 
la expansión del servicio, ya sea por red o mediante la disposición 
de cisternas controladas públicamente en localidades dispersas.

Fijar mecanismos orientados a fortalecer el control social de las 
empresas de servicios públicos.
La ineficacia, debilidad o desidia del EPAS ha quedado en evi­

dencia en varios apartados de nuestro trabajo, por lo tanto, enten­
demos que la creación de un organismo regulador para todas las 
empresas de servicios públicos es una medida que podría facilitar 
un control más enérgico de las mismas y exigir, además, el cum ­
plimiento estricto de la normativa legal vigente. Todo ello, siempre 
que prevalezca la prestación privada de los servicios públicos. En 
el caso de consolidarse la gestión pública, no sólo los usuarios, sino 
todos los ciudadanos recuperan para el espacio público la empresa 
de saneam iento, contando con los correspondientes controles que i r
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contempla la democracia representativa. Asimismo, es prioritaria 
la institucionalización de mecanismos de participación ciudadana 
en el diseño de objetivos y planes de gestión de la empresa.

Propender a la universalización de los servicios de agua potable 
sobre las bases del principio de equidad social.

El criterio imperante desde la privatización de OSM SA fue el de 
la rentabilidad económica de la prestación de los servicios, este pre­
cepto orientó la toma de decisiones del operador privado. Así es fácil 
entender la inobservancia por parte de los objetivos de ampliación 
de los servicio de agua y cloacas, ya que frecuentem ente las áreas 
definidas de expansión en la concesión son las que históricamente 
no han contado con este servicio; fundamentalmente por encontrase 
en zonas marginales de los grandes centros urbanos, y posiblemente 
en situación de pobreza. Es decir, la empresa no mostró interés en 
ampliar su cartera de clientes hacia sectores con poca capacidad de 
pago, sólo se focalizó en los usuarios conectados, m arginando de 
su horizonte estratégico a los residentes no conectados.

También es cierto que la universalización de los servicios por red 
es técnicam ente inalcanzable, dadas las condiciones de dispersión 
poblacional que presenta Mendoza. No obstante, la política públi­
ca debe contemplar alternativas viables para el sum inistro de los 
servicios de saneam iento a los habitantes distanciados de las redes 
dendríticas de agua potable y cloacas.

Finalmente, el principio de equidad social, ya sea bajo una gestión 
pública, mixta o privada, debe ser definitivamente incluido en la 
política pública referida a los recursos hídricos. Como hemos visto, 
la tarifa subsidiada a los sectores de bajos ingresos y jubilados, típico 
del asistencialism o focalizado de la era neoliberal, si bien represen­
taba un alivio para los menos favorecidos, significaba también una 
excusa para la segmentación de los usuarios y la intensificación de 
la presión tributaria sobre los sectores con capacidad de pago. En 
el mismo sentido, la escalada ideológica sobre la conveniencia de 
implementar una tarifa volumétrica, si bien posee el mérito de pro­
mover mayor eficiencia en el consumo de agua, no prevé la necesidad 
de ajustar el valor de la unidad métrica consumida a la capacidad 
de pago de los usuarios, contribuyendo de esta forma a reproducir y 
acentuar las inequidades de la estructura social mendocina. De esta 
forma, sigue siendo socialm ente más equitativo el sistema tarifario
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por cuota fija, ya que el cobro se efectúa en función de la superficie, 
calidad o ubicación del inmueble.

Socializar la información operativa, financiera y técnica de la empresa.
Uno de los principales problemas que se presentó bajo la gestión 

privada de OSM SA es la asimetría de información que se hizo m ani­
fiesta entre el EPAS y OSM SA, ya que el Ente careció de información 
satisfactoria sobre los servicios que debía regular. Por el contrario, 
los dirigentes de la empresa concentraron la inform ación sobre los 
costos operativos, los ingresos por facturación, la composición de 
la demanda, los medios más eficientes de explotación, etc. En este 
sentido, ya sea bajo el esquema institucional ente-gestión privado 
o ciudadanía-gestión pública, es indispensable la conform ación de 
cuadros especializados en: los resultados financieros de la empresa, 
la aptitud química de las aguas en sus distintos estados (cruda, pota­
ble, servida, tratada, etc.), la orientación de los objetivos estratégicos 
de la empresa, el impacto social de las políticas hídricas, para un 
efectivo control social del desempeño institucional.
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